	San Salvador de Jujuy, República Argentina, a los tres días del mes de octubre de dos mil once, los señores Jueces del Superior Tribunal de Justicia doctores María Silvia Bernal, Sergio Marcelo Jenefes, Sergio Ricardo González, Clara De Langhe de Falcone y José Manuel del Campo, bajo la presidencia de la nombrada en primer término, vieron el Expte. Nº 7559/10, caratulado: "Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en el expte. Nº B - 232663/10 (Tribunal Contencioso Administrativo - Sala II) Tutela Inhibitoria Ambiental: ALBARRACÍN Genoveva, Ortiz Ana María; Luna Ramón y otros c/ Municipalidad de S.S. de Jujuy, Ayala Norberto y Telefónica Móvil de Argentina S.A. Movistar". 

La doctora Bernal dijo: 

En la acción promovida para que, como medida cautelar previa se ordene la inmediata suspensión de la obra de instalación de una antena de telefonía celular emisora de ondas electromagnéticas en el Barrio 17 de Agosto de esta Ciudad, en predio próximo a una escuela primaria, como de todos los trabajos relativos a la misma y, como acción principal, por vía de amparo se declare la nulidad absoluta de la autorización otorgada por la Municipalidad de San Salvador de Jujuy para la instalación de dicha antena, por haber violado normas nacionales que imponen la realización de un estudio de impacto ambiental sujeto a audiencia pública y el consiguiente dictado de la factibilidad ambiental, para recién autorizar la obra, la Municipalidad accionada y la razón social Telefónicas Móviles Argentina S.A. (Movistar), plantearon la incompetencia del Tribunal en lo Contencioso Administrativo, alegando que lo solicitado compete, por la materia, a la justicia federal y la actora se opuso al contestar el traslado conferido. 

La Sala II del Tribunal en lo Contencioso Administrativo resolvió declarar su incompetencia para entender en la cuestión planteada, mandando a los actores a ocurrir por la vía, forma y ante quién corresponda, con costas a los vencidos y regular honorarios profesionales (fs.141/145 del principal). 

Al efecto consideró, en sustancia, que la acción deducida se encuentra dirigida a la remoción de una antena de telefonía celular y dado que ello constituye materia relativa a las comunicaciones, se asienta en el marco de facultades reservadas al Congreso de la Nación y los conflictos que se produzcan deben ser resueltos por la Justicia de Excepción, máxime si podrían verse afectados intereses que afecten a la Nación en su conjunto. Transcribe jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en abono de la solución que adopta. 

En contra de esa sentencia, integrada con la aclaratoria del 9 de junio de 2010, Genoveva Albarracín, Ana María Ortiz, Ramón Héctor Luna, Nélida Gladis Cazón y Josefa Cabello Castillo, con el patrocinio letrado de los Dres. Patricia Noelia Cazón y Fernando J. G. Román, interponen recurso de inconstitucionalidad. 

Afirman que la sentencia que impugnan viola la Supremacía Constitucional, las garantías del debido proceso, la protección del medio ambiente, derechos a la salud, a la vida, de propiedad, a la prevención de daños futuros y el afianzamiento de justicia, al declarar el Tribunal Contencioso Administrativo su incompetencia para entender en la causa. 

Expresan como agravios, en síntesis, que el A-quo cita fallos que refieren a casos de antenas ya instaladas, que no es el de autos y, sin pronunciarse sobre el fondo de la cuestión, que es -dice- la carencia de validez de la autorización de la instalación de la antena de telefonía celular ubicada en el Barrio 17 de Agosto, dentro del ejido Municipal y sobre el cual ese gobierno tiene el Poder de Policía local y absoluto en materia urbanística, ambiental y de salud de los vecinos. Situación que fue ratificada -sostiene- por el informe agregado por su parte al expediente principal, como hecho nuevo, expedido por la Secretaría de Gestión Ambiental -Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales-, en la solicitud de información de los vecinos del Barrio 17 de Agosto, en el que se afirma que no se dio cumplimiento a la normativa ambiental provincial referida al impacto ambiental y a los mecanismos de participación pública previstos por los decretos provinciales. Asimismo, que el estudio no incluye especificaciones técnicas en lo que refiere a potencia, densidad máxima de potencia irradiada en mWcm2. frecuencia de transmisión, entre otras especificaciones técnicas que permitan verificar si se cumplen los valores fijados por los organismos de incumbencia en el tema. No se incluyen en la etapa operativa los impactos vinculados a la instalación de la antena y las radiaciones emitidas por la misma, solo se considera los referente al impacto visual. 

Existen -dice- facultades exclusivas de las provincias respecto de las cuales la Nación no puede interferir. En el caso de autos se cuestiona la validez del acto administrativo dictado por la Municipalidad de San Salvador de Jujuy y que autoriza la obra civil ubicada dentro de su jurisdicción territorial, por lo que es justo y razonable que se dirima en la justicia local, pues nunca se cuestionó la autorización de la Comisión Nacional de Comunicaciones, de modo que la tutela inhibitoria ambiental nunca avanzó sobre las potestades federales, pues los actores no cuestionaron la licencia, adjudicación, autorización y su control. 

Agrega que la Ley General de Medio Ambiente Nº 25.675, establece que la competencia en cuestiones ambientales es de la justicia ordinaria provincial (arts. 7 y 32) y que el Código de Planeamiento Urbano de San Salvador de Jujuy dispone que la antena de telefonía celular debe estar ubicada en el ámbito rural y no urbano. La Ley Provincial Nº 5063, sus Decretos Reglamentarios Nº 5980/06 y 9067/07, involucrados son límites razonables -dice- a la materia regulada por el Gobierno Federal que en modo alguno obstaculizan la prestación del servicio y que responden a intereses locales cuya administración es competencia municipal. Cita doctrina y jurisprudencia que estima aplicable, expone los derechos constitucionales que dicen afectados y piden se revoque la declaración de incompetencia y la imposición de costas realizadas por el Tribunal en la sentencia que impugna. 

A fs. 40 se concede el beneficio de litigar sin gastos a los recurrentes y sustanciado el recurso, a fs. 47/49 se presenta el Dr. Pablo Gabriel Read en representación de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy y, a fs. 57/62 el Dr. Carlos Alberto Alvarado (h) en representación de la firma Telefónica Móviles de Argentina S.A. (MOVISTAR), ambos piden su rechazo por los motivos que exponen. 

Cumplidos todos los trámites procesales de rigor, a fs. 81/84 se expide la señora Fiscal General Adjunto, pronunciándose por el rechazo del recurso interpuesto, con lo que el mismo se encuentra en estado de ser resuelto. 

Si bien, como regla tenemos resuelto que las decisiones sobre competencia no autorizan la apertura de esta instancia extraordinaria, por no satisfacer el recaudo de sentencia definitiva, tal principio admite excepción en supuestos que permiten equiparar esas sentencias a pronunciamientos definitivos. 

Este Superior Tribunal de Justicia, en consonancia con la Corte Suprema de Justicia de la Nación, reiteradamente ha decidido que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, en la medida que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Desde esa perspectiva y, a mi criterio, la acción promovida en los autos principales denominada tutela inhibitoria ambiental preventiva, cuyo objeto ha sido sintetizado adecuadamente por el A-quo en la sentencia impugnada, debe ser radicada y resuelta en la justicia provincial, en tanto son las encargadas de valorar si la actividad comercial proyectada en el Barrio 17 de Agosto de esta Ciudad, afecta aspectos propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente al medio ambiente. 

La Ley General del Ambiente, Nº 25.675, de orden público, fija los objetivos y principios rectores de la política ambiental, conforme los presupuestos mínimos que manda el artículo 41 de la Constitución Nacional, instaurando un régimen jurídico sustancial y procesal a aplicar en los litigios en los que se discuta la responsabilidad por daño ambiental y que deben ser cumplidos en resguardo del principio de legalidad que impone a todos -ciudadanos y autoridades- la total sujeción de sus actos a las previsiones contenida en la ley (artículo 3º). 

El artículo 7º del citado plexo normativo, dispone: "La aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas. En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal", en igual sentido, el artículo 32 establece:"La competencia judicial ambiental será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia". 

El ambiente entonces, es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime si como en este caso, no se advierte que el problema suscitado entre las partes del principal, sea compartido por más de una jurisdicción y los motivos invocados por la empresa accionada -extensión necesaria de las redes de antenas- no son datos suficientes para tener por acreditada la interjurisdiccionalidad invocada pues, para la correcta dilucidación de la cuestión no debe perderse de vista que la localización del factor que se dice degradante, en el caso de existir, se encuentra en el ejido de la Municipalidad demandada, en cuyo caso, no se advierte razón para concluir que el caso en examen deba ser sustanciado y decidido por la jurisdicción federal pretendida, la que sabido es, resulta excepcional (art. 117 de la Constitución Nacional) y no puede ser ampliada por persona o poder alguno. 

Cabe agregar que en el caso, más allá de la extensión de las redes de antenas del servicio de telefonía celular, sólo la Municipalidad demandada deberá responder y llevar a cabo los actos necesarios para proteger el medio ambiente, en el caso que se determine que ha incurrido en actos u omisiones en el ejercicio de su poder de policía en materia ambiental. Cuadra resaltar que en el caso aún no se ha instalado la antena, en cuyo caso, no existe posibilidad de comprometer el servicio de telefonía móvil interprovincial o internacional, servicio para cuya expansión la ley exige el cumplimiento de ciertos requisitos que deben ser acabadamente cumplidos y acreditados en las jurisdicciones donde se pretende instalar las torres antenas, siendo responsabilidad de las autoridades locales ejercer el pertinente control derivado de su poder de policía, originario y fundamental para la protección del ambiente y la salud de sus ciudadanos. 

Siendo ello así, la competencia ordinaria local es obligatoria e improrrogable, por ende, no resulta ajustado a derecho el no asumirla para valorar la conducta en el evento del gobierno demandado, pues de lo contrario, la actividad de la Administración quedaría al margen de todo control judicial ya que otro fuero no puede ejercer jurisdicción sobre las autoridades locales. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene resuelto que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas (art. 41, tercer párrafo, Constitución Nacional). La solución propuesta tiene respaldo en el respeto a las autonomías provinciales, el que requiere que se reserven a sus jueces las causas que en lo sustancial del litigio versan sobre aspectos propios de la jurisdicción local (CSJN, 13-6-2006, "Provincia de Neuquén c/ YPF S.A."; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender estos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario (Fallos:310:295, 318:992, 329:2280) CSJN, 26-9-2006, "Fundación Reserva Natural Puerto Mar del Plata c/ Consorcio Portuario Regional de Mar del Plata", citados en Revista de Derecho Público, 2009-1, Derecho Ambiental I, pág. 528 y 542) 

En el presente entonces, cabe hacer excepción al principio señalado en párrafos anteriores, en tanto la sentencia impugnada no refleja adecuada interpretación del objeto de la demanda, consecuentemente no resulta una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias de la causa, lo que la torna descalificable por la vía tentada. 

En mérito de ello, propongo hacer lugar al recurso deducido en autos para revocar la sentencia impugnada y en su mérito rechazar la excepción de incompetencia interpuesta por la Municipalidad de San Salvador de Jujuy y Telefónica Móviles de Argentina S.A. (MOVISTAR), en consecuencia, devolver los autos al Tribunal de origen para que continúe su trámite. 

De compartir mis pares la solución que propicio, las costas de ambas instancias deberán ser soportadas por las accionadas vencidas (artículo 102, primer párrafo del C.P.C.) y diferir la regulación de honorarios profesionales para cuando sean fijados los de la instancia anterior. 

Los Dres. Jenefes, González, de Falcone y del Campo, adhieren al voto que antecede. 

Por ello, el Superior Tribunal de Justicia, 

RESUELVE: 

1º) Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad deducido en autos por Genoveva Albarracín, Ana María Ortiz, Ramón Héctor Luna, Nélida Gladis Cazón y Josefa Cabello Castillo, con el patrocinio letrado de los Dres. Patricia Noelia Cazón y Fernando J. G. Román, para revocar la sentencia impugnada y en su mérito rechazar la excepción de incompetencia interpuesta por la Municipalidad de San Salvador de Jujuy y Telefónica Móviles de Argentina S.A. (MOVISTAR), en consecuencia, devolver los autos al Tribunal de origen para que continúe su trámite. 2º) Imponer las costas de ambas instancia a las accionadas Municipalidad de San Salvador de Jujuy y Telefónica Móviles de Argentina S.A. (MOVISTAR). 

3º) Diferir la regulación de honorarios profesionales para cuando sean fijados los de la instancia anterior. 

4º) Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González; Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo. 

Ante mí: Dra. Ana Cecilia Albornoz de Nebhen - Secretaria Relatora. 


